
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINCE (15) LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
 

Bogotá D.C., 03 de noviembre de dos mil veintiuno (2021). Al Despacho del 
señor Juez el presente Proceso Ordinario No. 110013105015202100502-00, 
recibido por reparto. Sírvase proveer. 
 
La secretaria, 

 
 

DEYSI VIVIANA APONTE COY 
 

JUZGADO QUINCE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
 

Bogotá D.C., Diecinueve (19) de Enero de Dos Mil Veintidós (2022) 
 

Teniendo en cuenta el informe secretarial que antecede, se dispone: 
 
Sería el caso entrar a resolver sobre la demanda que por intermedio de 
apoderado instauró el señor JUAN CARLOS CASTRO PARRA contra SUBRED 
INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD NORTE E.S.E.,  pretendiendo el carácter 
de empleado público para el HOSPITAL ENGATIVA y la SUBRED INTEGRADA DE 
SERVICIOS DE SALUD NORTE E.S.E. al ejercer el cargo de CONDUCTOR DE 
AMBULANCIA durante el periodo comprendido entre el 1 de febrero de 2016 
hasta el 5 de marzo de 2018, sino fuera porque observa este despacho la falta 
de competencia para conocer del presente juicio. 
 
Al respecto, nótese que, el accionante JUAN CARLOS CASTRO PARRA laboró de 
manera constante e ininterrumpida y presencial para el HOSPITAL ENGATIVA 
(actual SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD NORTE E.S.E.), en el 
cargo de CONDUCTOR DE AMBULANCIA a través contratos de prestación de 
servicios sucesivos, durante toda la vinculación con la entidad entre el 1 de 
febrero de 2016. 
 
Sobre este punto de litigio, el artículo 26 de la Ley 10 de 1990 indicó lo siguiente: 
 

“ARTICUL0 26. Clasificación de empleos. En la estructura administrativa de la 
Nación, de las entidades territoriales o de sus entidades descentralizadas, para la 
organización y prestación de los servicios de salud, los empleos pueden ser de 
libre nombramiento y remoción o de carrera. Son empleos de libre nombramiento 
y remoción:  

1. En la administración nacional central o descentralizada, los enumerados en las 

letras a), b), c) e i) del artículo 1 de la Ley 61 de 1987.1 2. En las entidades 

territoriales o en sus entes descentralizados:  

a) Los de Secretario de Salud o Director Seccional o Local del sistema de 
salud, o quien haga sus veces, y los del primer nivel jerárquico, inmediatamente, 
siguiente;  

b) Los de director, representante legal de entidad descentralizada, y los del 
primero y segundo nivel jerárquicos, inmediatamente, siguientes;  

c) Los empleos que correspondan a funciones de dirección, formulación y 
adopción de políticas, planes y programas y asesoría.  

Todos los demás empleos son de carrera. Los empleados de carrera, podrán ser 
designados en comisión, en cargos de libre nombramiento y remoción, sin perder 
su pertenencia a la carrera administrativa.  



PARAGRAF0. Son trabajadores oficiales, quienes desempeñen cargos no 
directivos destinados al mantenimiento de la planta física hospitalaria, o 
de servicios generales, en las mismas instituciones. (Subrayado y en 
negrilla fuera del texto).  

De lo anterior se puede concluir que en las E.S.E solo serán trabajadores oficiales 
quienes desempeñen cargos no directivos destinados al mantenimiento de la 
planta física hospitalaria, o de servicios generales, sin que allí se determine que 
lo son los conductores de ambulancia, no compartiendo con ello, lo argumentado 
por el Juzgado Cincuenta y Cinco  (55) Administrativo del Circuito Judicial de 
Bogotá. 
 
Sea del caso precisar que la Corte Suprema de Justicia en su Sala Laboral  indicó 
que dichas controversias debían dirimirse por los jueces de lo contencioso 
administrativo toda vez que sus labores son propias del servicio 
asistencial pues el transporte de pacientes requiere entre otras cosas, 
la atención a los mismos y la prestación de primeros auxilios.  
 
Al efecto, mediante sentencia de fecha 18 de abril de 2018 SL1334-2018 - 
Radicación N°. 63727, Magistrada Ponente Doctora Clara Cecilia Dueñas 
Quevedo, se resolvió: 
 

“(…) Pues bien, resulta claro para la Sala que el censor plantea dos 
cuestionamientos: (i) que el Tribunal se equivocó, al negar la pretensión principal 
de reintegro por encontrar que la ESE demandada fue objeto de liquidación 
definitiva el 30 de septiembre de 2011, pese a que señaló que el trabajador 
mantuvo su calidad de trabajador oficial y, por tanto, era beneficiario de la 
convención colectiva suscrita entre el ISS y Sintra seguridad social 2001-2004, y 
(ii) subsidiariamente, que debió acceder al pago de la indemnización por despido 
injusto, pero contando como extremo final la fecha de extinción de la entidad 
convocada. 

(…) la Sala no casará la sentencia por cuanto al instalarse en sede de instancia 
arribaría a la misma conclusión del juez de apelaciones, aunque por razones 
diferentes, pues aunque el juez de segundo grado le otorgó al demandante la 
calidad de trabajador oficial, lo cierto es que el último cargo que desempeñó -
«conductor de ambulancia» (f.° 162)- no es de aquellos no directivos destinados 
al mantenimiento de la planta física hospitalaria o de servicios generales que son 
los que se catalogan como tal, conforme pasa a explicarse.  

En efecto, debe la Corte recordar que la clasificación de los servidores públicos 
en trabajadores oficiales o empleados públicos es de reserva legal. Así lo ha 
dispuesto esta Sala al referir que «el hecho de que la definición de la controversia 
sea de derecho sustancial, no significa que en su defensa la accionada pueda 
admitir o allanarse a la calidad del vínculo que el demandante afirme tener para 
con la administración pública -como lo pretende hacer ver el actor bajo el 
argumento de que la entidad demandada aceptó que era trabajador oficial-, por 
cuanto como se dijo en precedencia, es la ley la que en definitiva determina la 
naturaleza del vínculo del servidor, no la voluntad de las partes. Súmese que, 
conforme al aforismo iura novit curia, los jueces son libres de calificar 
jurídicamente los hechos debatidos en el proceso» (CSJ SL 10610-2014). 
Igualmente, esta Sala de la Corte, entre otras, en sentencia CSJ SL, 19 jul. 2011, 
rad. 46457, que a su vez rememoró lo dicho en el fallo CSJ SL, 25 ago. 2000, 
rad. 14146, precisó:   

(…) las normas que gobiernan el régimen laboral de los trabajadores al 
servicio del Estado son de orden público y, por lo tanto, de obligatorio 
cumplimiento, de tal suerte que el régimen laboral a ellos aplicable es el 
que surja de la ley, atendiendo los criterios de clasificación en ella 
contenidos. Por esa razón, ha explicado que no es dable pactar que a un 
trabajador se le aplique todo un régimen laboral previsto en la ley, para 
otro grupo de trabajadores, que no sea el que legalmente le corresponde. 
También ha explicado que el vínculo de un servidor con la administración 
puede ser materia de modificaciones, pues la calidad de empleado público 
o de trabajador oficial no constituye un derecho adquirido. Así se dijo en 
la sentencia del 25 de agosto de 2000, radicado 14146, en la que se trajo 
a colación el criterio expresado en decisiones anteriores: Aunque esos 
discernimientos jurisprudenciales fueron expuestos en relación con el 
cambio de la calidad de trabajador oficial a la de empleado público, el 



fundamento jurídico que los orienta también hace que sean aplicables 
cuando se varía la calidad de trabajador oficial a la de trabajador del sector 
particular, como aquí acontece. Las anteriores consideraciones bastan 
para concluir que los cargos son infundados. De acuerdo con la 
jurisprudencia transcrita, no le asiste razón al censor al pretender, en 
últimas, que su calidad de trabajador oficial sea establecida con base en 
lo dispuesto por las partes en la cláusula sexta del contrato de trabajo, 
pues, como se vio, se trata de un asunto cuya fuente está contenida en el 
ordenamiento jurídico colombiano de orden público y que no puede ser 
variada con base en el desarrollo de la autonomía contractual de las 
partes.  

También ha explicado esta Corporación que, por regla general, las personas que 
laboran al servicio de las empresas sociales del Estado son empleadas públicas y, 
por tanto, ligadas por una relación legal y reglamentaria y por vía de excepción, 
son trabajadores oficiales vinculados mediante contrato de trabajo, los servidores 
públicos que ejercen cargos no directivos destinados al mantenimiento de la 
planta física hospitalaria o de servicios generales, por lo que para merecer tal 
condición, es deber probar que las funciones estaban relacionadas con estas 
últimas actividades. Así, se requiere efectuar un análisis probatorio que evidencie 
las funciones de quien predica ser trabajador oficial y proceder a otorgarle a las 
mismas una calificación jurídica dentro del marco de los conceptos de 
«mantenimiento de la planta física hospitalaria, o de servicios generales», ello 
por vía de una relación directa, pues la ausencia de prueba en tal sentido conduce, 
irremediablemente, a que el servidor se catalogue como empleado público por 
regla general (CSJ SL18413-2017). En ese orden, y teniendo en cuenta los 
conceptos ya fijados por esta Sala sobre qué debe entenderse por 
«mantenimiento de la planta física hospitalaria, o de servicios generales», en la 
providencia ya referida se explicó lo siguiente:  

Así las cosas, es preciso analizar qué se entiende por «mantenimiento de 
la planta física hospitalaria, o de servicios generales». 
Jurisprudencialmente, esta Sala en providencia del 21 de junio de 2004, 
dentro del proceso conocido con el rad. n.° 22324, explicó lo siguiente: 
«…los ‘servicios generales’ dentro de una institución gubernamental, 
esencialmente están destinados para mantener las instalaciones de ella en 
óptimo estado de funcionamiento, su seguridad, las funciones de aseo, 
vigilancia y cafetería, así como el manejo de los demás bienes como 
vehículos y suministro de los elementos requeridos por las distintas 
dependencias que las integran». Posteriormente, en sentencia CSJ SL, del 
29 de junio de 2011, rad. n.° 36668, respecto al mismo tema señaló: El 
mantenimiento de la planta física de los hospitales comprende el conjunto 
de actividades orientadas a mejorar, conservar, adicionar o restaurar la 
planta física de los entes hospitalarios destinados al servicio público 
esencial de salud, tales como electricidad, carpintería, mecánica, 
jardinería, pintura, albañilería, vigilancia o celaduría. Por servicios 
generales ha de entenderse aquel elenco de actividades cuyo propósito es 
el de atender las necesidades que le son comunes a todas las entidades, 
tales como la cocina, ropería, lavandería, costura, transporte, traslado de 
pacientes, aseo en general y las propias del servicio doméstico, por citar 
algunas, en vía puramente enunciativa o ejemplificativa, no restrictiva o 
limitativa. (Las subrayas no son del texto) En ese mismo sentido, la Corte 
Constitucional en sentencia del 22 de jun. 2006, rad. T-485/06, razonó: 
No hay una definición legal o reglamentaria que establezca qué actividades 
comprende el mantenimiento de la planta física, como tampoco las que 
integran los servicios generales. No obstante, se ha entendido que serían 
(i) actividades de mantenimiento de la planta física, “aquellas operaciones 
y cuidados necesarios para que instalaciones de la planta física 
hospitalaria, puedan seguir funcionando adecuadamente. Por su parte 
serían (ii) servicios generales, “aquellos servicios auxiliares de carácter no 
sanitario necesarios para el desarrollo de la actividad sanitaria.” (…) 
“Dichos servicios no benefician a un área o dependencia específica, sino 
que facilitan la operatividad de toda organización y se caracterizan por el 
predominio de actividades de simple ejecución y de índole manual.” Dentro 
tales servicios generales se han incluido los servicios de suministro, 
transporte, correspondencia y archivo, la vigilancia, y cafetería. Los 
anteriores definiciones coinciden exactamente con las pautas fijadas por 
el Ministerio de Salud, mediante Circular n.° 12 del 6 de febrero de 1991, 
para la aplicación del parágrafo del artículo 26 de la Ley 10 de 1990, sobre 
la clasificación de los Trabajadores Oficiales del Sector de la Salud. 
Mantenimiento de la planta física hospitalaria. Son aquellas actividades 



encaminadas a mejorar, conservar, adicionar o restaurar la planta física 
de los entes hospitalarios destinados al servicio público de salud, que no 
impliquen dirección y confianza del personal que labore en dichas obras, 
tales como electricidad, carpintería, mecánica, jardinería, pintura, 
albañilería, vigilancia o celaduría. Servicios generales. Son aquellas 
actividades que se caracterizan por el predominio de tareas manuales o de 
simple ejecución, encaminadas a satisfacer las necesidades que le son 
comunes a todas las entidades, tales como cocina, ropería, lavandería, 
costura, transporte, traslado de pacientes, aseo en general y las propias 
del servicio doméstico, entre otras.  

(…)  

Ahora, desde la Resolución n.º 9279 de 1993 del Ministerio de Salud por medio 
de la cual se adoptó el Manual de Normalización del Competente Traslado para la 
Red Nacional de Urgencias y se dictaron otras disposiciones, se consideró que 
«dentro de la prestación de los servicios de salud, las ambulancias deben ser una 
proyección de la atención institucional; eficiente, idónea y oportuna en la atención 
inicial del paciente urgente; del paciente crítico y del paciente limitado» y en su 
artículo 2.º previó que «el personal que forme parte del equipo médico asistencial, 
si como el auxiliar (auxiliar de enfermería, radio comunicador y conductor), deben 
tener la capacitación necesaria para que el servicio que se preste sea oportuno e 
idóneo y cumplir con los requisitos y funciones mínimas establecidas en el Decreto 
1335 de 1990 o los contemplados en el Manual de Funciones y Requisitos, cuando 
se trate de entidades públicas». A su vez, posteriores actos administrativos 
expedidos por el Ministerio de Salud y Protección Social dispusieron los 
procedimientos y condiciones de inscripción de los Prestadores de Servicios de 
Salud y de habilitación de servicios de salud, tales como las Resoluciones n.° 
001043 de 2006, 1441 de 2003 y 2003 de 2014, y en sus anexos técnicos en lo 
relativo a los conductores de ambulancia les sigue exigiendo una capacitación en 
primeros auxilios. Entonces, no queda duda que la actividad que desarrolló el 
actor no estaba relacionada con aquellas de mantenimiento de la planta física 
hospitalaria y servicios generales y, por tanto, no podía ser catalogado como 
trabajador oficial, pues su labor encuadra en una de carácter asistencial, en tanto 
no se trata de una simple acción de conducir; implica además el traslado de 
pacientes en estado crítico, urgente o limitado, que exige tener un conocimiento 
mínimo de atención prioritaria, mediante la acreditación ineludible de un curso de 
primeros auxilios acorde con la naturaleza asistencial de la prestación del servicio 
de salud.  

(…)  

En ese orden de ideas, no resulta dable aceptar como lo hizo el ad quem que «la 
actividad del actor encaja en la de servicios generales en tanto cobija dentro de 
ese concepto “el manejo de los demás bienes como vehículos”», pues se reitera 
su labor era asistencial y, en esa medida, tuvo la calidad de empleado público 
(…)”. 

Conforme a lo anterior, es evidente que la posición unánime de la jurisdicción 
ordinaria laboral frente a los conductores de ambulancia de las entidades 
públicas entre ellas las E.S.E., es que las actividades que realizan este tipo de 
cargos son propias de los empleados públicos y por ello, es la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo la competente para 
conocer de este tipo de procesos. De hecho, se evidencia que el actor es 
EMPLEADO PUBLICO, razón suficiente para que se configure la falta de 
competencia por parte del despacho para conocer de este proceso, siendo este 
de conocimiento de los Jueces de la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo, lo cual implica su rechazo de plano.   

    
Adicionalmente, considera importante el Despacho precisar el referente 
normativo que establece la condición o calidad del servidor conforme a las 
funciones realizadas a favor de una entidad pública en su Art. 5° el Decreto 3135 
de 1968,  dispone:    
   

“Art. 5°.- Empleados público y trabajadores oficiales. Las personas que 
presten sus servicios en los ministerios, departamentos administrativos, 
superintendencias y establecimientos públicos son empleados públicos; sin 
embargo, los trabajadores de la construcción y sostenimiento de obras 



públicas son trabajadores oficiales. En los estatutos de los establecimientos 
públicos se precisará qué actividades pueden ser desempeñadas por 
personas vinculadas mediante contrato de trabajo.   
   
Las personas que prestan sus servicios en las empresas industriales y 
comerciales del Estado son trabajadores oficiales; sin embargo, los 
estatutos de dichas empresas precisarán qué actividades de dirección o 
confianza deban ser desempeñadas por personas que tengan la calidad de 
empleados públicos.”   

   
Conforme a lo anterior, considera esta operador Judicial, no ser competente 
para conocer de la presente demanda dado que el conocimiento del presente 
asunto corresponde a la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, 
fundamentando de esta posición es el artículo 104 de la Ley 1437 de 2011 que 
indica:    
 

“ARTÍCULO 104. DE LA JURISDICCIÓN DE LO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. La Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo está instituida para conocer, además de lo dispuesto en la 
Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y litigios 
originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades 
públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa.   
   
Igualmente conocerá de los siguientes procesos:   
   
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores 
públicos y el Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho 
régimen esté administrado por una persona de derecho público.   
   
PARÁGRAFO. Para los solos efectos de este Código, se entiende por entidad 
pública todo órgano, organismo o entidad estatal, con independencia de su 
denominación; las sociedades o empresas en las que el Estado tenga una 
participación igual o superior al 50% de su capital; y los entes con aportes 
o participación estatal igual o superior al 50%.”   

 
En virtud de lo expuesto anteriormente, el JUZGADO QUINCE LABORAL DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ, 

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: Declarar la falta de competencia de este juzgado para conocer de la 
presente acción, por lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: Proponer el conflicto negativo de competencia entre este Juzgado y 
el Juzgado Cincuenta y Cinco  (55) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, 
para lo cual se ordena remitir el expediente a la Sala Plena de la Corte 
Constitucional quien está facultada para dirimir los conflictos entre 
jurisdicciones. LÍBRESE OFICIO.  
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
El Juez, 

 
 
 

ARIEL ARIAS NÚÑEZ 
 
 

 

 

 

 

 
JUZGADO QUINCE LABORAL DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ D.C. 
HOY  20 DE ENERO DE 2022, SE NOTIFICA EL AUTO 
ANTERIOR POR ANOTACIÓN EN EL ESTADO No.001. 

 
 

 
_______________________________________ 

DEYSI VIVIANA APONTE COY 
SECRETARIA 
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